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DIRECTIVA Nº 
.04 JUN2021 

"Por medio tle la cual se establecen lineamientos para ta investigacián y j11tlici11/izució11 tle tlelito.\ 
cometidos en el marco y con ocasión de la protesta social y se fijan otras directrices" 

En los últimos años en el país, se han evidenciado graves circunstancias en torno a actividades de 
protesta social, como, por ejemplo, actos de abusos por parte de algunos miembros de la fuerza 
pública, homicidios, eventos de lesiones personales, graves actos de violencia contra instituciones y 
servidores públicos, así corno afectaciones a la infraestructura de los sistemas de transporte rnasivo, 
entre otros, que plantean nuevos dcsafios y necesidades en el ejercicio de las funciones misionales de 
la Fiscalía General de la Nación. Por tal razón, la Entidad, reiterando su compromiso con el derecho 
fundarnental a la protesta social pacifica, consagrado en el articulo 37 superior, establece linearnientos 
para la investigación y judicialización de los delitos que la afectan y que deslegiri,nan su ejercicio. 
Así misrno, reafinna su función misional de investigar y judicializar a quienes cometen conductas 
delictivas en detrimento de los derechos de todos y cada uno de los ciudadanos. 

Estos linearnicntos se enfocan en la investigación por contextos y situaciones, que permitan 
identificar realrnentc la gravedad de las conductas y no su consideración aislada. Ello implica dirigir 
tos esfuerzos investigativos hacia el territorio, para comprender el contexto de las ciudades y 
municipios del país, y las zonas, comunas o barrios en donde se propician actividades delictivas que 
afectan el derecho a protestar pacíficamente, la integridad de las personas o que agreden gravemente 
el patrimonio público y privado. 

Con tal finalidad, la presente directiva: (A) recuerda la protección constitucional de la protesta social, 
y (B) expone algunos lincarnientos generales para la investigación de delitos ocurridos en el marco 
de eventos de protesta social. Posterionueme, especifica (C) lineamientos con respecto a actos de 
exceso en el derecho a la protesta pacífica que podrian configurar conductas punibles y (D) 
lineamientos sobre la investigación y judicialización de conductas ilícitas no relacionadas con la 
protesta social que pueden tener ocasión en el rnarco de marchas, paros, plantones y otros. 

A. PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DE LA PROTESTA SOCIAL 

1. la protesta social pacífica es 1111 derecho constilucional. El artículo 37 de la Carta Política de 
1991 desarrolla y protege el derecho fundamental a reunirse y manifestarse pública y 
paclficamcntc'. A su vez, establece que el ejercicio de este derecho solo puede Iim itarse mediante 
ley2. 

I Consmucón Polltica de 1991 .. Artículo 37 Toda parte del pueblo puede reunirse)' memfcsrarse publica)' pacíficamente Sólo la ley 
podrá establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejcrcrcro de este derecho" Al respecto. Ja Corte Consurucionaí, 
refiriéndose al contcnuJo del derecho fundamental a reunirse y manifestarse pacíficamente, resaltó en la sentencia C-009 de 2018 �1.P. 
Gloria Stclla Ortiz Delgado. que el .. ( ) la Constitución expresamente establece que la reunión) la mantfestacién pública y pacífica SOll 
dcrtchos fundamentales, lo cual nene como trasfondo la intención de fortalecer el pnneipio dcmocráuco en el sistema consutucronal actual 
Igualmente. que sólo ti Legislador es el facultado para definir el marco de ncción de ta autondad admimstrauva y los linntes a estos 
derecho�(. )" Adcm.\s, destacó que el wtículo 37 .. (. ) 11mplló el marco de acción de euos derechos. pues mtentras antes los residentes 
en Cotombia sólo podian 'congregarse pacfficamenre', ahora además de eso pueden reunirse y manifestarse pacífica y publlcarncntc ( ) 
l:.ste cainhio. sm duda mtluye en el fcrtalccrrnicnto dcmocráuco y eonsrirucronal, pues pcrmuc que se conozcan las diversas corrientes de 
penseuucnm, rocorogtas y expresiones que COCJ1iSIC11 en Id vid,1 nacional. contribuye a drsminurr el déficrt de representación de muchos 
sectores de la soueuad colombiana y husca "llamar ta atención de las autoridades y de la oprrnón pública sobre una problemática especifica 
)' sobre las necesidades que crcnos sectores. en general m.noríraríos, para que sean temdos en cuenta por las autcndades" Entre otras 
decssiones de la Corte Coosmucronat en la que se analiza el derecho fundamental a reunirse y marufcstarsc púbhca y pacdicamcntc se 
destacan tas Sentencias T -403 de l 992. M P Eduardo Crfucurcs Mcñoz, C-024 de 1994. 1'1P. Alejandro Marñnez Caballero: C--088 de 
1994. �1 P Eduardo C1fuen1cs Muñoz, C�50 de 2003. M.l' Manuel José Cepeda Espinosa. C-742 de 2012. M P. María Victoria Calle 
Correa, T-366 de 2013. M r Alberto Rojas Ríos. C-281 de 2017. M.P. Aquiles Arneta Gómc:r.. y C-223 de 2017, �1.1' Alberto Rojas Rlos. 
También se destaca l:1 dec1s1ón de la Sala de Casación C1v1I de la Corte Suprema de Jusucra. Sentencia STC764 l-2020 de 22 de sepucmbrc 
de 2020. Rad 2019-02527--02 M P Luis Annando Tolos,\ vülabona 
' Al respecto. Id Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC764 l-2020 de 22 de septiembre de 2020, sel\aló .. A 
su ,·cz. el canon 37 del Estatuto Supremo, señala que los ciudadanos pueden reunuse para mamfcstarsc pública y pacíficamente y, s6/o fu 
ley podrá hmuar y establectr los casos en los cuales tal derecho sera rcs1rmgido Por tanto, de acuerdo con la tridivisión de poderes. es el 
Congreso de la Rcpúhhca, y no utra ms1itución. el encargado. por v!a Ley l:statutana, es decir, no simplemente a través de drspcsjción 
ordinaria. el cornpctemc para la regulación negativa a ese derecho fundamemat ". 
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2. La protesta social pacifica es 1111a expresión ele otros derechos fundamentales. La Corte 
Constitucional ha reconocido que la protesta social hace parte del ejercicio del derecho 
fundamental a la libertad de expresión, protegido por el articulo 20 superior'. También ha 
enfatizado que es una manifestación propia del Estado democrático, representativo, participativo 
y pluralista, desarrollado en [os artículos 1, 2 y 40 de la Constitución". 

3. la protesta social es un derecha protegido vía bloque (le constitucionalidad. La Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948 protege y reconoce en el artículo 20 el derecho a la 
libertad de reunión y asociación', así corno, en el artículo J�, la libertad de opinión y expresión. 
De igual manera, la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce y protege la 
libertad de pensamiento y expresión y el derecho a la reunión pacífica en los artículos 13 y 157• 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 protege estos mismos dos 
derechos, en los artículos 19 y 218, respectivamente. 

4. La protesta socia! pacifica 110 puede ser objeto de sa11ci611 penal. En ninglln caso se puede 
procesar o judicializar a una persona por ejercer su derecho a la protesta pacífica. Por el contrario, 
solo la violencia realizada en el curso de una protesta y la utilización de medios ilícitos en et 
marco de la misrna pueden ser objeto de investigación penal, dentro de los parámetros fijados por 

1 Corte Consthucronal. Semencra C-009 de 2018. :..1 i' Gloria Stella Oruz Delgado Con relación al derecho fundamental a la libenad de 
exprcslÓll )' su importancia en el CJCrCKio del derecho a rcumrse y manifestarse pacilicamcnle. destacó que .. ( ... ) [Es] particularmente 
relevante en el ámbito de los derechos a la reunión y a la manifestación en espac,os pi,blicos reiterar el vinculo que esta Corporación ha 
dcbmuaée entre la hbcrtad de expresión y la democracia. Así, en la sentencia T-391 de 2007 se exphcaron in extenso las razones por las 
cuales el derecho a lo hbcrtad de c�prcs1ón ocupa un lug11r central en el rtgnncn ccusritucronat vigente cuya flnalrdad es profundizar la 
democracia y se expusieron los siguientes argumen1os que ahora se resumen (i) La 1ibcrtod de expresión facilita la dcmoeracra 
rcpresemauva, la par11cipación crudadenn y el autogobxrno por parte de cada nación: desde la drmcnsrón política. (i1) El debate político 
ampljo y abierto informa y nlCJOra la eahdad de l!ll, políticas públicas. al mclurr a todos los sectores de la sociedad en lo� procesos de 
comun1cac16n. decisión y desarrollo: [ru} Mantiene abiertos los canales para el cambio potíuco e impide. mediante la crítica que los 
gobernantes se arraiguen mdefimdamcnte a una postura ileg1t,ma. (iv) La protección a la hbrc comumcacíón de información previene los 
abusos gubernamentales de poder. al presentar un canal como un contrapeso para el ejercicio del poder ciudadano, (v) "Promueve ta 
estabrhdad sccropotrnce, al proveer una válvula de escape pura c1 disenso socml y csteblecer. así. un marco para el manejo y procesamiento 
de conürcrcs esrnhlccc, un espacio para procesar conrucros que no amcnw.a con socavar la integridad de la sociedad': {vt} "Protege a las 
mmorlas potrncas activas en un momento dado. rmpidrcndo su stlcnciamicnro por l,1s fuerzas nrnyoritanas o prevalecientes",( ) : (v111) 
'Conmbuyc a la torrnac16n de la oprmón pública sobn; asuntos pollucos y a la consohdactón de un electorado dcbrdamcme mformadc. 
dado que materializa el derecho de los ciudadanos a comprender los asuntos politicos y les pcrrnne a�i participar cfccuvamente eo el 
funcionamiento de la democracia', { .)" 
'Corte Consutucional. Sentencia C·009 de 2018 Al respecto. la Corte Consntucional urspuso: "( .. j cs claro que la protección a la libre 
expresión de ideas y opmeones. a travts de los derechos de reumón y marufcstac.rón pública y pacifica mcrdc directamente en el desarrollo 
de uno de los pnncimos fundantes del Estado como es el principio plurahsta (art. 1� Consr ). Corno lo determinó esta Corporación -ct 
plurahsmo establece las cone.ccoes para que los contenidos ax1ológicos de la dcnJOCracm ccnsrkucronat tengan lugar y fundamento 
dcrnccráuco. Dicho srrséucamcmc, la opción popular y libre por los mejores valores. esté jusuflcada furmalmcntc por la posibilidad de 
escoger sm rcstncción otros valores, y nmtcrialmcntc por la reahdad de una ética supcnor (. .. ). E� decir, la reunión y la mamfestacrén 
pacifica en especros pilbhcos y especrflcamcntc la protesta en el régimco constuccronat, constnuyen un mecanismo úul pare Id democracia 
y para lograr el cumplimiento cabal del pacto social. pues es a través de estos medios de partrcrpacrón que muchas veces se expresan las 
mconfomudades crndadanas de grupos sociales que no han sido escuchados msmucionafmeme" 
J Declaración Universal de los Derechos l lumanos de 1 O de drcrcmbrc de 1948 ""Articulo 20. l. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
reunión y de asociación pacificas (. ). 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer n una asoc1ac1ón ( . )"" 
� lbrdem � Articulo !9 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de c�prcs1ón: este derecho incluye el de no ser mclcsrado a 
causa de sus opiniones. el de mvesnger y recibir informaciones y opiniones. y el de difundirlas, sm lmutacrén de fronteras. por cualquier 
medio de expresión (. .) -. 
1 Convención Arncncana sobre Derechos Humanos (Pacte de San Jost) de 1969 Articulo 13.1 "Libertad de Pensamiento y de Expresión 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pcnsermenro y de expresión Este derecho comprende la libertad de buscar. recibir y difundir 
mformacioncs e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya SCJ oralmente. por escnto o en forma impresu o arttsnca, o por 
cualquier otro procedimiento de su elección" Artículo 15. Derecho de Reunión -se reconoce el derecho de reunión pacifica y sm armas 
El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las rcstnccrones previstas por la ley. que sean necesarias en una sociedad democnluca. 
en mterés de la scguridod nacional. de la segundad o del orden públicos. o para proteger la salud o la moral pi,bltcas o los dcri:chos o 
libertades de los demás ". 
• Pacto lntcrnacional de Derechos Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 1966 Artículo 19.2 ·· !"oda persona tiene derecho a la libertad 
de expresión. este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir mfbrmaciones e ideas de toda índole. sin consideración de 
fronteras. ya sea oralmente. por escrito o en forma impresa o anrsuca, o por cualquier otro prccccrmrcmo de su elección· ""Artículo 21 Se 
reconoce el derecho de reunión pacifica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad dcmocrát.ce. en interés de la segundad nacional, de la segundad púbhcn o del orden público, o para proteger la 
salud o la moral públicas o los derechos y hbcrtadcs de los demás", 
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la ley, la jurisprudencia aplicable y la presente directiva, y siempre con arreglo a los medios de 
prueba obrantes en cada caso concreto 9• 

B. LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA INVESTIGACIÓN DE DELITOS 
OCURRIDOS EN EL MARCO DE EVENTOS DE PROTESTA SOCIAL 

5. Diferenciar actos ele protesta (le excesos en el derecho y lle cielitos que solo 1ie11e111111a relación 
eve11111a/ co11 la protesta El Fiscal delegado debe analizar cada caso concreto con el fin de 
deterrninar los hechos jurfdicamente relevantes de la conducta a investigar y, a partir de ellos, 
determinar si se trata de: 

Actos propios ele la protesta pacífica. Los actos propios de protesta pacífica no deben ser 
penalizados. Por lo 1an10, se debe inadrnitir la denuncia, disponer el archivo de la 
investigación o solicitar su prcclusión por atipicidad, según corresponda. Adernás, en los 
casos en los que se ponga a disposición de la Fiscalía personas capturadas en situación de 
flagrancia por esta causa, deberá resolverse de manera inmediata la legalidad o no de la 
captura y su situación juridica, cuando a ello hubiere lugar. Para los efectos anteriores, entre 
los actos amparados dentro de la protesta pacifica se encuentran: 

(i) Presencia y concentración pacíficas en espacios públicos. vías, plazas entre otros. asi 
canto las molesnas e incomodidades que estas causen. Los actos de protesta usualmente 
se dan en las calles, vias públicas, plazas y parques, en tanto son lugares que por su 
naturaleza están destinados al debate, intercambio y comunicación de ideas 1°. Por ello, 
la Corte Constitucional ha destacado que quienes circulan por estos escenarios "no 
pueden constitucionahnente oponerse al ejercicio en dicho foro público de la libertad de 
expresión, reunión o religión, que allí se despliega"!'. En consecuencia, es legitimo que 
un acto de protesta se dé en estos escenarios del foro público y, en principio, la presencia 
de manifestantes en tales lugares no da lugar a una investigación penal, incluso cuando 
la misma es prolongada y causa afectaciones a la movilidad e incomode a los demás 
ciudadanos12. 

(ii) Acciones de 111ínú11a lesividad. Se trata de actos ocurridos en el marco de la protesta que 
pueden ser reparados a través de instrumentos ajenos al derecho penal, como las acciones 
civiles. 

'Cone Ccnstuucronal, sentencia C-742 de 2012. �1 P. María Victoria Calk Correa. "la Constitución Política garantiza el derecho a reunirse 
y manifestarse públicamente tamo en una drmensión estática (reumón) como dmámlca {mov11i7.ac1ón). de forma individual como colecuve, 
v sm drscnmrnacrón alguna. pues así se deriva de la expresión "toda parte del pueblo". Todo ello. sin otra condición drstmta, a que sea 
pacifico. o sea, sm vrolencra. 11ITT1as rn alteraciones grav<""S del orden público Esto s1gn1Íl<""a que sólo la protesta pacíriea goza de protección 
constuucsonal As1, aun reconociendo la !enstón que surge entre el ejercicio del derecho de reumón y mamfcstacrón pública y pacifica y el 
manrcmrniento del orden púbhco, no puede el legislador desbordar los prtnctptos de razcnabrhdad )" proporcionalidad al hacer uso del 
margen de configuractón o establecer restricciones cuya vaguedad conduzca a nnp,cd,r tal derecho". 
'" La Con e Supremo de EStados Unidos planteó esta doctrma para definir el alcance de la protección debida a los manifestantes que uutizan 
las zonas destinadas al uso común para llevar a cabo actos de protesta o de expresión polillca En el caso llague "-' CIO. la Corte 
estecoumdcnsc reconoció el derecho a utilizar las calles y parques para la comumcación de oprmones, wbre la base de que estos lugares 
"han sido destinados desde tiempos inmemoriales para el uso del público y, a través del hempo. han sido utolrLados para la realraectén de 
asambjcas, la cornumcacíón de pensamientos entre los ciudadanos y la discusión de cuestiones publicas" De manera similar. Maina Krar, 
el Relator Especial de Naciones Unidas sobre: los derechos a la libertad de reunión pacifica y de asocíacíón ha advertido que -ícs 
organizadores } lo� part,c,pan1cs deberfen poder unhrar las plazas. carreteras y canes públicas para celebrar reurnoncs pacíficas. ya sea 
estáticas o en movimiento". Consejo de Derechos Humanos. hiforme del Relator Es¡�ciul sobre los derechos a fu l,bertad de rtun,ó,, 
pacifica y de anicü1ci611 (Mama Kiar. 23° periodo de sesiones. AIIIRCl23/39, 24 de abnl de 2013). párr .. 66. 
II Corte Cousumcmnal, Sentencia T-403 de 1992. M P. Eduardo Cifucntes Muflo7. 
11 Corte Constitucional. Sentencias C· 742 de 2012, M P. María Vrctoria Calle Correa y C--009 de 201 lt �1 f> Gloria Stclla Oruz Delgado 
"'( ) Aunado a lo precedente ta Corte reconoce que generalmente el ejercrcro de los derechos a la reumón y a la mamfestacsón púbhca y 
pacíñca trae consigo la producción de ciertas mcomodrdades (físicas, emocionales o mentales) para la sociedad en general y/o algunos 
grupos en particular Lo anterior. pues es claro que. corno se indicó en la Sentencia C- 742 de 2012. 'la protesta social nene como func100 
democrática llamar la atenctón de las autoridades y de la oprmón pública sobre una problemática especifica y sobre las necesidades que 
ciertos sectores. en general mmonrnnos. para que sean tenidos en cuenta por l11s eutcncades' ( . )". 
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(iii) Las expresiones verbales. Se incluyen expresiones propias de un acalorado debate corno 
insultos o las ideas "que ofenden, chocan, inquietan, resultan ingratas o perturban al 
Estado o a cualquier sector de la población"13, todas estas amparadas por el derecho a la 
libertad de expresión. Se debe tener en cuenta que el derecho fundamental a la libertad 
de expresión no cobija expresiones o discursos a favor de la guerra, el odio nacional, 
racial, religioso o de otro tipo de odio que constituya incitación a la discrim inación, la 
hostilidad, ta violencia contra cualquier persona o grupo de personas por cualquier 
motivo y/o, a la pornografía infantil, así como interponer falsas denuncias o la 
promoción de acciones terroristas, entre otros 14. Sin perjuicio de lo anterior, la ley penal 
colombiana abarca la persecución, mediante específicos tipos penales, de aquellas 
expresiones manifestadas por cualquier inedia que tengan por objeto instigar al delito y 
generar pánico, zozobra o terror en la ciudadanía, entre otros. En este sentido, le 
corresponde a la Fiscalía investigar y judicializar aquellas expresiones verbales que 
configuran delitos, como la apología del genocidio (an. 102, C.P.), las amenazas (an. 
347, C.O.), la instigación a delinquir (art. 348. C.P), las amenazas contra defensores de 
derechos humanos y servidores públicos (art. 188 E, C.P), los actos de racismo o 
discriminación (art. 134A, C.P.), el hostigamiento por motivos de raza, religión, 
ideología política u origen nacional étnico o cultural (art. 13413, C.P.), el pánico (art. 
355, C.P.) y la calurnnia (an. 221, C.P). Dentro de este marco de conductas típicas, a 
efectos de determinar, con ocasión de la protesta, qué expresiones ostentan relevancia 
penal y deben priorizarse, se podrá tener en cuenta, además de los criterios ya señalados: 
(a) el contexto en el que se produce la manifestación, particularmente, si esta se da en 
un marco de ataques violentos en comra de la población o de las instituciones, (b) la 
calidad del emisor del mensaje, particulannentc, si se trata de servidores públicos o 
dirigentes políticos, sobre quienes quepa, por su incidencia sobre la población, alguna 
carga específica de responsabilidad en materia de libenad de expresión, (e) la aptitud y 
capacidad objetiva de divulgación del mensaje y (d) las calidades de la victima o persona 
afectada con el delito, paniculannente, si se trata de un sujeto de especial protección 
constitucional o en situación de vulnerabilidad. 

(iv) La quema de banderas. En la Sentencia C-575 de 2009, la Corte Constitucional declaró 
inexequible et delito de ultraje a emblemas o símbolos patrios, al concluir que la medida 
era inconstitucional porque en el ordenamiento jurídico existían medios menos lesivos 
para proteger los bienes constitucionales en juego, corno las medidas policivas y 
administrativas. Además, afinnó que "es fácil suponer que detrás de la destrucción de 
un ejemplar de la bandera o del escudo o la modificación del himno se esconde una voz 
de protesta, de descontento, de desconfianza, de frustración o de ira"15. 

" Connsión lnleramcricana de Derechos Hmnanos, Relatoría para la Libertad de E.�presión. ,\/arco Jurid,co mteramencano sobre el 
derl'cho o fa l,bert11d de expre.T1ón (washmgion D C: OEA Ser UV/11 CllJll/KELE/JNF. 2009). Corte [ D H., Caso !ferrero Ulloa 
Sentencia de 2 de Julio de 2004. Serie C No. 107, p�rr l l3. Corte l.D.11 . C,1.10 ,k "lu Ult11"'1 Tentoaón de Cnno" (Olmedo BU$IOS y 
01ros) l'J. Chile. Sentencia de S de febrero de 2001 Sene C No. 73. párr. 69: Corte I D.11., Caso Ríos y otras VJ. Venezuela. Excr¡x:1oneJ 
Pre/11nmareJ, Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009 Serie C No 194. párr lOS: Corte 1.D H. Caso Pero=oy 
otroJ l's. Vene=11ela. Excepciones Prel1m1nares. Fondo. Repar11cio,,es y Costas Sentencia de 28 de enero de 2009 Serie C No 195. párr 
116 CIDJ I Informe Anual 1994 Capuulo V· Informe sobre la Compa1ib1lulad en/re /0$ Leyes de Desacato y la Convención Americano 
sobre Derechos l/11manos Titulo 111. OENScr. Ul'l/ I 88 doc 9 rev 17 de febrero de 1995 
" Corte Constitucional, Sentencia T .39¡ de 2007, �1.P Manuel Jesé Cepeda E�pmosa. 
"Corte Consmucsonat, Sentencia C-575 de 2009. M P Humberto Antonio Sierra Porto Al respecto. la Corte punt11ah1.6 .. Incluso. una 
rrarncrón entsnca puede representarse mcdumte la destrucción de la bandera, la transformacróu del himno o la modrficacrón del escudo de 
manera que los mismos sufra11 desmedro en su forma original ( ). A ju1c10 de la Corte. muchas conductas que cxtcmamcrnc nnpl1can la 
agresión, la destrucción o la modificación a un simbolo de la patria pueden ser CO!l)ldcradas corno formas kgíumas de cxprcstón pcttnce, 
de oposición a un estatus fijado no necesanemeutc por los valores sociales rmperenres. smo por decmones coyunturales de tipo 
gubcmamcotal o por aoopcíón de pohtica.s que no son unámmcmente comparuc,e La Corte Consntucicnal ha drcho a este respecto que ta 
libertad de expresión ampara la manifestación púbhca de la op11116n mdrvrdual cuando la misma no comcrde con la opimon mayoritaria, o, 
me luso, cudlldo resulta repulsiva o annpanca a los carenes sociales comim y ampliamente aceptados. En este punto la Jurisprudencia rescata 
la importancia de la libre expresión en el marco de una verdadera plurahdad. no excluyente de contenidos. sino ahrcrta a cualquier 
man1festac16n de la op1m611 personal" 

0002 
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Actos lle ¡Jres11111os excesos en el ejercicio del derecho a la protesta pacífica. Solo la protesta 
pacífica goza de protección constitucional y está exenta de sanción pcnal16• Por lo tanto, los 
actos de protesta que incluyan acciones de violencia son un exceso en el ejercicio del 
derecho. De esta manera, son penalmente relevantes, entre otros, aquellos actos de protesta 
que constituyan violencia y lesionen o pongan en peligro la integridad fisica de las personas 
o dañen gravemente los bienes públicos o privados necesarios para la supervivencia de un 
grupo poblacional o para el funcionamiento de las instituciones del Estado, especialmente, 
de la administración pública y la administración de justicia. Estas conductas punibles exigen 
un proceso argumentativo de adecuación típica y de análisis de la antijuridicidad del 
comportamiento, que expliquen las razones por las cuales no se entienden amparados dentro 
del derecho a la protesta social y pueden tener relevancia penal, como se explicará en el 
aparte "C" de la presente Directiva 17. 

Aclos delictivos con relociónmeramente eventual a la si111,1ció11 de protesta social. Durante 
el desarrollo de la protesta pacífica, se generan varios factores de riesgo a causa de la 
aglomeración de personas que son aprovechados para la comisión de actos delictivos, los 
cuales no tienen ninguna relación funcional ni finalistica con et desarrollo de la protesta y, 
por tanto, deben ser procesados penalmente. Ejernplos claros de estos hechos son abusos 
sexuales, homicidios, hurtos, porte y tráfico de estupefacientes, porte de armas o de 
elementos peligrosos, entre otros, que se desarrollarán en el aparte "D'" de la presente 
Directiva. 

6. La judsciatizocián de los actos de violencia en el 1narco de la protesta debe atender al principio 
de derecho penal 111i11i1110. La judicialización de los actos de violencia o el uso de medios ilicitos 
en el marco de la protesta que afecten el orden público u otros bienes jurídicos deben ser 
analizados bajo el principio rector del derecho penal come 11/11111a ratio. Ade,nás, es necesario 
tener en cuenta que otros instrumentos jurídicos, corno por cjc,nplo los de índole policivo, 
contemplan mecanismos más específicos para sancionar y prevenir este tipo de actos y afectación 
a bienes jurídicos". 

7. Debida diligencia reforzada. La Fiscalía tiene el deber de investigar los diferentes hechos que 
constituyan conductas punibles cometidas en el marco o con ocasión de la protesta social, con 
observancia del principio de debida diligencia y celeridad. Así, la investigación debe ser 
oportuna, eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, libre de estereotipos, discri,ninación o 
cstigmatización, orientada a explorar todas las líneas de investigación posibles que permitan el 
esclarecimiento del hecho que la ley señala corno delito, así como la ideruificación de quien lo 
cometió o participó en su comisión. Además, debe desarrollarse dentro de un plazo razonable, es 
decir, la investigación y procesamiento de los actos presuntamente delictivos debe realizarse sin 
ningún tipo de retardos injustificados, con un adecuado acceso a los recursos judiciales y 
garantizarse el impulso procesal, que este no depende de ta actividad procesal de la víctima o sus 

•• lbtdem. Corte Constitucional. Scmcncra C-742 de 2012 Asi nusmo la Comisión !ruerarncric:ma de Derechos afirma que "El derecho de 
rcuntón. tal como se ha definido en el plano mtemacicnal ) en los ordenamientos jurídicos miemos de rango constitucional en los países 
de la región. tiene corno reqursuo rdenuñcarorjo el de ejercerse de manera pacifica y sin armas" Comisión lnteramcnc,mJ de Derechos 
l lumanos. Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos 31 de diciembre de 2009. OENSer UVl!I Doc 57 
11 Jbukm. Corte Constitucional. Sentencias C· 742 de 2012 y Conc Suprema de Jusncra. Sala de Casación Civil, Sentencia S TC764 l-2020 
de 22 de sepncmbre de 2020. 
II Por ejemplo. en afectaCIOOCS a la propiedad privada y a los bienes públicos en el marco de la protestn social. el Código Nacional de 
Policía y Convrvcncra comícnc dos urtícutos que imponen sanciones a este tipo de comportanucntcs El primero de ellos es el articulo 77 
que en su numerar 2 dcsenbc como comportamjernc comrano a la posesión y mera 1cncncia de bienes mmucbtes de paniculares. b1CllCS 
fiscales bienes de uso público, bienes de utilidad publica o social. bienes destinados a prestación de servicios públicos. el "perturbar la 
posesión o mera tenencia de un imnueble o mueble por causa de darlos mru.enalcs o hechos que la alteren ( ... ) ". Asl mismo. el anieulo 140 
en su numeral 3 señala como comportamientos que atentan contra los bienes publicos el -ahcrar, remover. dar'lar o destrurr el mobiliario 
urhano o rural tales como semáforos, sei'\alilación vial. teléfonos pUblicos, hidrantes. estaciones de transpone. faroles o elementos de 
1lummac16n, bancas o cestas de basura". Por Ultimo. el numeral 9 de este mismo aniculo sanciona los daños causados en bienes públicos o 
eb.cnos al publico mediante la fijación leyendas. d1bUJOS o grafitis. 
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farniliares'". En el marco de la investigación de delitos que constituyan violencia contra la mujer2º 
y de género, este principio es reforzado21• En ese sentido, se debe garantizar el acceso a la 
adrninistración de justicia bajo los estándares y recomendaciones formuladas por la Cornisión 
lnterarnericana de Derechos Humanos". De igual fonna, las líneas de investigación que se 
adopten para la identificación de los autores del delito deben abstenerse de cualquier estereotipo 
machista, anacrónico o discriminatorio que impidan comprender la naturaleza y gravedad de la 
violencia que sufrió la victime". 

8. Difereuciar los casos que se deben tramitar en procesos penales abreviados. En la investigación 
y judicialización de las conductas punibles ocurridas en el marco de la protesta social, es 
trascendental determinar la ley procesal y reglas aplicables bajo las cuales se debe adelantar la 
acción penal, tornando en consideración la baja lesividad de algunas de ellas. En ese sentido, el 
fiscal deberá tener en cuenta los artículos 74 y 534 de la Ley 906 de 2004, para detenninar si el 
caso debe ser tramitado por el proccdimicmo abreviado. 

9. Investigación en co111ex10. Los comportamientos delictivos que se presenten en el rnarco de la 
protesta social, incluidos los actos de violencia ejercidos en la misma, deben ser investigados en 
contexto y no corno casos aislados. Esta perspectiva global pennitirá discernir los casos que se 
encuentran amparados por el leguimo derecho a la protesta de aquellos que exceden su ejercicio, 
comprender el íter criminis en la comisión de los delitos ocurridos, así como posibles situaciones 

19 Articulo 25 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos. Ver también. Corte TDH. Cdso Kawas Fcmandci: Vs l londuras 
Fondo. Reparaciones y Costas Sentencia de J de abril de 2009 Serie C No 196, párr l l S; Corte !OH Caso Luna Lópcz vs Honduras 
Fondo, Reparacroncs y Costas. Scnrcnc¡a de 10 de octubre de 2013. Serie C N" 269. párr 188 Cfr Caso de los 19 Comerciantes Vs 
Colombia Excepción Prclimmar. Sentencia de 12 de jumo de 2002. Serie C Nº 93. párr. 188 El concepto de plRJ.O razonable está establecido 
en el artículo 8 de la CADH y está cstrcchemeruc hgado con el recurso efectivo. sencillo y rápido consagrado en el articulo 25 Para 
docnnmar el cumphnucnto de la razonabihdad, la jurisprudencia de la Conuslón y Corte lutcramcncana ha establecido cuatro aspectos 
para exarnmar este concepto la complejidad del asunto. l,1 conducta de fas euroncadcs, l,1 actrvedad procesal del rntcrcsado. y la afectación 
generada en la situación Jurídica de la persona involucrada en el proceso 
"Tonvcncrón Imcramencana para Prcvenn, Sancionar y Erradicar ta V1olcnc1a contra la 11.1ujer (Convención de lklém do Pará). aprobada 
por el Congreso ,1 través de la Ley 248 de [ 995 Aruculo 3 de la Ley 1542 de 2012 Comisión Intcramcncana de Derechos Humano�. 
Jnfonnc No 801) 1. Caso 12 626, l·ondo. Jcssrca Lenahan (Gon1ales) y orros. Estados Unidos. 2 l de Julio de 2011. Ver también, Uniecd 
Neuons Office on Drugs and Cnrnc (UNDOC), UN Women. Vicnna 111 coopcreuon with thc Tharlnnd lustinne of rusnce. Handbook on 
efTccu1 e prosecuuon responses to violcncc against wcmen and girls. Nueva York s n .. 2014. 
"Al respecto. ver la Resolución 0-0858 del 20 de mayo de 2021 ··Por med,o de la cual se conforma el Grupo de trabajo nacional de 
vrolcncia de género para la atención de delitos que afectan a mujeres, nillos, nn'la, y adolescentes" En la� cons1derac10nc� de esta resolución 
se indica lo srguicntc- "Que la vrolencra de género. como acto de drscrtminación. es una vrolactón flagrante de los derechos humanos, 
reconocida por el Estado colombiano mediante la 1nscnpc1ón de 111.'ilrumentos uucmac1onalcs 1) Id Convención sobre la Ehmmación de 
todas tas fcnnae de Discnmmactón contra la MuJcr CEDA\V, ii) la Recomendación General No. 19 adoptada por el Comité para la 
El1n1111ac1ón de la Drscriminacrón contra la Mujer (Connté de la Cedaw), iu) la Declaración sobre !a Elnnmación de la Violencia contra la 
MuJCr )' rv] la Ccnvenoén lmcramcncana para Prcvensr. Sancionar y Erradicar In Violencia contra la MuJCr o (Convencen de Belénl do 
l'ará). I J" 
11 Comisión Intcramcncana De Derechos Humanos. vrciencrc y discriminación contra mujeres, niñas y adolescentes: Buenas prácticas 
y desafíos en /\rn�rica Latina y en el Caribe - Anexo 1 PnllCipales estándares y recomendaciones en materia de vrclencra y 
discriminación contra mujeres, niñas y adolescentes Violencia y dtscnrrnnaoón contra muieres. niñas y adolescentes: Buenas 
prácncas y desaflos en Aménca Latina y en el Caribe, 2019 Párr. "73. Orgunos del sistema mteramerrcano de derechos humanos 
han sido enfáticos en afinnar que una vez que los Estados toman conocimiento de actos de violencia basada en género contra las 
mujeres. llenen el deber de actuar con debida d1ligenc1a para mvesttgar, [usgnr y sancionar estos actos. En vinud de los estándares 
interamencanos en la materia, el deber de investigar encierra una obligación de rnedios que debe ser asumida por el Estado "como 
un deber jurídico propio y no corno una simple formalidad condenada de anternano a ser Infructuosa o como una simple gestión de 
intereses paruculares que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas. de sus famrharcs o de la aportación pnvada de 
elementos probatonos. A la luz de ese deber, una vea que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho. deben mícrur 
de oficio y sin dilación, una mvesngaoón sena, imparcial y efectiva. Esta mvesngaoén debe ser realizada por todos los medios 
legales drspombles y debe estar orientada a la determinación de la verdad"J 17 y a la "persecución, captura, enjurcrarmento y 
eventual castigo de todos los autores de los necbos". Párr 7S La mvesngacón "debe explorar todas las líneas mvcstiganvas posibles 
que perrmtan la identiflcacrén de los autores del dchto, para su posterior juzgnmlcnro y sanci6n"l2 I En particular. se debe investigar ex 
oñícro las posibles connotaciones discriminatorias por razón de género, especialmente cuando existe un contexto de violencia contra la 
mujer en un pals determinado y •. cuando c.�1stcn mdicios concretos de viotencra sexual o de algún tipo de evidencias de cnsañanncmo 
contra el cuerpo de la mujer•·122. La utvesugaclón penal debe estar a cargo de autoridades competentes e imparciales capacitadas en materia 
de género y derechos de las mujeres y en atención a victimas de discriminación y violencia por razón de género] n Cuando esto no ocurre. 
'se regrsteen retrasos y vacíos clave en tes mvcsugacrones. que afectan neganvcmcnte el ünuro procesal del caso .. 124 y el deceso de lai; 
vrcnmas y sus familias a la justicia 
11comis1ón lnteramertrana de Derechos Humanos, Ccmurucados de Prensa 284 de 25 de noviembre de 2020 y 052 de 8 de marzo 
de 2021. 
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de exclusión de tipicidad o antijuridicidad que confluyan en su realización. L1 investigación de 
contexto también permite indagar por la posible vinculación de organizaciones criminales y otros 
grupos y actores delincuencia[cs que aprovechan el desarrollo de la protesta para cometer delitos 
que no se relacionan con ella o que desbordan claramente su objeto, así como para sernbrar temor 
y zozobra en la población o en una parte de ella, con lo cual deslegitiman et ejercicio pacífico de 
este derecho fundamental. 

10. lnvesugacion estratégica de conduelas. Para la investigación y judicialización de las conductas 
punibles cometidas en el marco o con ocasión de la protesta, la Fiscalía General de la Nación 
deberá tener en cuenta la caracterización del territorio en el que se cometió el hecho delictivo, así 
come el análisis detallado de situaciones, a partir de la asociación de casos y la identificación de 
patrones de criminalidad. Se buscará identificar otras formas de delincuencia propias de la zona, 
ciudad, municipio, localidad, barrio o comuna, que pueden tener lugar aprovechando el contexto 
de la protesta pacífica, con el fin de deslegitimarla o con fines criminales propios. El enfoque de 
situaciones pennitirá superar la visión de una conducta punible aislada y comprender la relación 
de los diferentes actos de violencia que lesionen o pongan en peligro la integridad fisica de las 
personas o generen una grave lesión al patrimonio público o privado y, consecuenterncnte, 
facilitará la identificación de los autores relacionados con varios de ellos. 

I l. Especial consideracion a situaciones identificadas co1110 violaciones sistemáticas de derechos 
fundamentoíes. El ejercicio de la acción penal debe tener en cuenta los contextos de violaciones 
sisternácicas a derechos fundamentales identificadas judicialrnente. En ese orden de ideas, se debe 
tener especial consideración por aquellos ccmpcrtamiemos que de manera sistemática están 
dirigidos a la vulneración generalizada y reiterada de los derechos a la protesta, participación 
ciudadana, vida, integridad personal, debido proceso, libertad de expresión, reunión y 
circulación24. 

12. lnvestígacián con enfoque diferencial, co11 particular atención e11 la perspectiva lle género, en 
sujetos lle especial protección y en pobtactán en situación de vuínerobilidad. Se debe valorar la 
gravedad de las situaciones con una perspectiva de protección a la población especialmente 
vulnerable y enfoque de género. Al respecto, se deberá priorizar la investigación de actos de 
violencia en los que sean víctimas niños, niñas y adolescentes, población indígena, rnujeres u otro 
tipo de sujetos de especial protección constitucional". 

13. Recotecaán de elementos materiales probatorios (EMP) y evidenciajisica (EF) que permitan 
determinar el nexo de causalidad entre los actos de violencia y los daños y las afectaciones a los 
bienes jurídicos. En situaciones de aglomeración multitudinaria de personas por períodos 
prolongados de tiernpo, es importante que se individualicen las acciones constitutivas de 
conductas punibles y su relación causal con los daños o afectaciones a los bienes jurídicos. En 
este sentido, es fundamental contar con EMP-EF que relacionen la lesión o daño al bien jurídico 
con la conducta determinada de una persona individualizada. Así, cobra especial relevancia el 
análisis de secuencias de acciones que permitan establecer nexos causales con claridad, como 
líneas de tiempo, análisis de videos y fotografías legalmente obtenidos, entre otros. 

14. Autoria y participación. Como en toda conducta punible, el ejercicio de la acción penal depende 
de la individualización del actor y de la dctenninación de su acción. Dentro de este rnarco del 

1' Cone Suprema de Ju$\1c1a, Sala de Casación Civil, Scmcnc¡a STC7641-2020 de 22 di: septiembre de 2020 La Sala. en esta decisión, 
sel\aló que para determinar cuándo se están ante la srsremnnctdad de violaciones a los derechos humnnos >" de derechos fundamcrualcs. se 
deben tener en cuenta las siguientes subreglas: "(1) ceracertsuces comunes de l,1 pluralidad de sujetos pasivos de las vrotncrones, (11) un 
patrón de conducta temporalmente homogéneo; (ili) los factores slngulanzadorcs del agresor. {1v) acciones escalooadas de las vsotacsones. 
con un ním"ICro plural de víctimas considerable. (v) estrategia coordinada que no consiste en hechos aislados. (v1) contexto (potrnco. racial. 
geográfico. sexual. etc), (vn) un propósito único que sea el móvil determinante de dichos atemados y (vui) la gravedad de las conductas, 
en ra:t_ón de su escala, naiurareza, e impacto en la sociedad' 
"Al respecto, ver la Resolución 0-0858 del 20 de mayo de 2021 'Por medio de la cual se confonna el Grupo di: trabajo naoonal di: 
violencia de gCncro para la mención de delitos que afectan a mujeres. ruñes, nill,LS y adolescentes". 



* FISCALÍA 
193 3ñ'ii ,,, 1\3: 1 
(• ,, ""' ...... ''"""' .. 

Página O O Q 2 
8 de 19 Directiva !•,lo __ "Por medio de la cual se establecen lineamientos para la mvestigacíón y 1udic1ali:ación de 
delitos comenaos en el man:o de la protesta social en exceso a sin relación directa con esta y se fijan osrus directrices" 

principio de la responsabilidad penal por el acto individual, al momento de ordenar actividades 
de investigación y de policía judicial, los fiscales deberán tener especial cuidado con el uso de 
categorías sospechosas de discriminación16, para establecer la responsabilidad penal de personas 
que aparentemente participan en actos de protesta social pero que, en realidad, desbordan el límite 
del ejercicio pacífico de este derecho e incurren en conductas de interés para el Derecho Penal. 
De esta manera, los fiscales deberán desligarse de cualquier visión sesgada27 y construir, con 
objetividad, un caso sólido en el que se demuestre que28: (i) ta persona investigada penalmente 
participó en la comisión de actos de violencia'? o, (ii) en el caso de organizadores, la persona 
investigada penalmente fue más allá de promover la protesta pacífica y propició actos de violencia 
y zozobra que generan pánico o incertidumbre colectiva. 

15. lnadnnsion ele denuncias. En un contexto de protesta social pacífica que se prolonga por varios 
días, las incomodidades ciudadanas pueden derivar en la presentación de diversas denuncias por 
parte de quienes se ven afectados por hechos que no constituyan delito. En consecuencia, con 
miras a garantizar el derecho a la protesta pacífica, el Fiscal delegado deberá tornar las decisiones 
que haya lugar a fin de cesar la acción penal en aquellos actos amparados por el derecho 
fundamental", incluyendo la inadmisión de la dcnuncia31. 

Procedencia de la 111ad1111sió11 ele la denuncia. La inadmisión procede cuando de la 
descripción de la conducta relatada en la denuncia se evidencia que no se configuran los 
elementos descriptivos de las conductas punibles relacionadas con hechos de violencia en 
la protesta o delitos cometidos en eventos de protesta. 

Hechos inocuos o carentes ele relevancia penal. La denuncia podrá ser inadmitida de plano 
si se trata de una denuncia "que se contrae a hechos que son rnanitiestamente inocuos, que 
evidentemente revelan una actuación conforme a derecho, o una queja ostensiblemente 

16 Dt: acocroo con Id Corte Constuucional ." [Sle pucdcn destacar romo criterios sospechosos de discrmnnacíón los siguientes • El sexo. la 
oncrnacsón sexual o la idenudad de género: - La raza - El origen nacional o famthar al igual que el étnico o de cualquier índole: - La 
lengua. - La religión. -La opunón poltuca o filosófica. - La pigmentación o el color de la piel, - La condición social y/o económica; - La 
apariencia extcnor: - La enfermedad, la discapacidad o la pérdida de la capacidad Iebcral Corte Consruucronal, Sentencia T-314 de 2011, 
�\ P. Jorge lván Palac,o Palacio. 
" Los fundamentos de cualquier decisión del proceso penal no es posible cons.oerar -res pre-couccpooncs de los atributos. conductas, 
papeles o caracrerrsuces poscidas por personas que pertenecen a un grupo ideunficade". Corte IDJI. Cu.JU ,\'orfo Cu1r11nón y otros 
(D1r1gen1es miembros y ocnvuta del l'ul'blo 1ndig¡,nu )./aµuche) l"s. Chde F(}nda. Reporoc,o,11!.s y Costas. Sentencia de 29 de ma)"O de 
2014. Sene C Nu 279. 
"Corte Suprema de Just1c1a, Sala de Casación Ci\·11. Scmcncra STC764 l-2020 de 22 de sepucmbrc de 2020. Al respecto. en esta decisión 
se enfatizó que .. Una Nación que busca recuperar )' conctrurr su rdcnudad democrática oo puede ulncar a la crudadamn que protesta 
lcgürmamentc en la dialéctica amigo - enemigo: izquierda y derecha, buenos y malos. amigos de la pu y enemigos de la paz, sino romo 
la e:,;prcs1ón pottnca que procura abrir espacio pura el d11ílogo. el consenso y la rcconsrruccíon no violenta del Estado Constitucional de 
Dt:recho En este contexto. rcsulta cucsrcnabie que las autoridades no guarden neutralidad frente a las memtcstec-ones, pues.justamente. 
de citas. es de quienes se espera mesura frente a las hmnacioncs o restricciones del ejercicio de las libertades individuales, 1ná.�in1c si ta 
Constuución les exige promover el ejercicio de los derechos fundamentales. THI postura desconoce el deber del Gobierno de promover la 
parucrpación y el pluralismo de pcnsanucnto coosagrado en el articulo 1° de la Constitución Polit1Cd y el deber previsto en el nurncral 4º. 
articulo 95 de la misma codrñcacrón" 
••c1011. Informe No ! 76110. Segundo An1ce10 Nor,n. Juan P111r1c10 Maníeo Saro,,a. l'íctor Ancaltif l(111r1e y atros e Chile. Fondo (casos 
12 576, 12 611 y 12 612). párr 234. ·1·000 procesamiento y condena penales deben estar basados estnctmncntc en el análisis de la conducta 

1ndn•1<lual de las personas. y si bien el contexto y las circunstancias juegan un rol en la valoración de tal conducta individual, es tsta.) no 
aquellos. la que debe fundamentar cualquier JUICIO de responsabilidad cnminat en su conue". 
"Conc Constimcronal. Sentencia C- 1177 de 2005. M P. Jaime Córdoba Trrviñn La dccisión de adnuur o inadmhrr debe ser proferida por 
un fiscal. Al respecte la Corte ha acvcmdo que. "La decisión de adrmur o madrmur una denuncia constnuy e un típico acto de dirección de 
la mvesngacrón. reservado de manera pnvanva a la Fiscaha General de la Nación. por conducto del fiscal director de la mvesngactón En 
consecuencia. no resulta acorde con la Constitución el que órganos que 9ercen, en forma permanente o uansucna, funciones de policía 
Judicial, S( arroguen esta funcrén" Adenu\s la decisión <le inadnnter debe ser nouficada a la victima y a la Procuraduna La corte jusuñcó 
esta ceceión por la necesidad de controles externos a la acnvrdad de la Fiscaha Y además la dccmón <le inad1ni1ir debe ser monvece )"D 
que ··10 validez de las decisiones depende de las raaonesjustiñcenvas en que se soportan. como un ues.urcnc del pnuctpro de lcgahdnd que 
pcrmuc dcrcrmmur SI ellas S( OJUSta.11 al orden juridiro o si se nvrenen a los fines scílalados en el mismo". 
i, El artículo 69 de la Ley 906 de 2004 establece ... en todo caso se inadmnrrán las denuncias sm fundamento ". La Corte Consutuocnaí al 
eslud1ar la exequ1b1hdad de esta drsposrcrón, en la Sentencia C-1177 de 2005. precisó que la Cana Política (art. 250) contempla dos 
parámetros que condicionan la ob!igatoncdad en el ejercicio de la acción penal. la posible existencia del hecho, y que el mismo revista las 
características de un dchto investigable de oficio". Segun el pnmerc. los hechos deben re\'CSt11 las caractcnsucas de un delito Y de acuerdo 
con el segundo, In denuncia debe cumplir ron un rmmrno de rnouvación acerca de la c�1stcncia del hecho. 
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intrascendente para el derecho penal"32• En otras palabras, cuando se trate de actos que, por 
si mismos, carecen de ilicitud, sin perjuicio de que en el marco de su ejercicio se cometan 
otras conductas específicas que sí configuren delito. 

lnadnlitir las denuncias que 110 cu111¡J/a11 con 1111 111í11i1110 ele moüvacíán e11 relación co11 el 
hecho. La Corte Constitucional le irnponc "al denunciante una carga inforrnativa que 
pcnnita inferir razonablemente que el hecho denunciado efectivamente cxísnó?". De 
acuerdo con el Alto Tribunal se trata de comprometer al denunciante con "un deber 
elemental de rodear de credibilidad su declaración de conocimiento y de aportar 
infonnación, no pruebas, que pennitan construir una hipótesis de investigación"34. 

16. Prmcipio de oportunidad. Sin perjuicio de las expresas prohibiciones legales en la materia y los 
lineamientos de política criminal y priorización emitidos por el Fiscal General de la Nación, 
cuando se procese penalmente a las personas que hayan incurrido en delitos bajo los ténninos 
previstos en esta Directiva, deberá considerarse la aplicación del principio de oportunidad. 
Además del juicio de subsunción de las causales previstas en el articulo 324 del Código de 
Procedimiento Penal, especialmente los numerales 12, 13 y 143s, se deberá realizar un juicio de 
proporcionalidad, para establecer si la persecución penal resulta desproporcionada a la afectación 
causada. 

17. Delitos cometidos por adolescentes. Las actividades desarrolladas en ejercicio del derecho a la 
protesta social pueden involucrar la participación de adolescentes manifestantes, en tanto que se 
trata de un derecho asociado a su condición humana como miembros activos de una sociedad 
democrática. Sin embargo, las infracciones a la ley penal que llegaren a ejecutar los adolescentes 
no pueden ser investigadas y judicial izadas a través de la justicia para adultos. En ese orden de 
ideas, cuando los adolescentes se involucren en actividades ilegales, sus casos deberán ser 
conocidos inmediatamente por los fiscales delegados para el Sistema Penal de Responsabilidad 
para Adolescentes -SRPA-, quienes tomarán las decisiones pertinentes confonne a las 
particularidades del caso asociado al adolescente infractor. 

18. la competencia de la jusncia penal 111ilitar es excepcional. La competencia de la justicia penal 
militar es excepcional. Así, por regla general, los actos ele violencia que constituyan afectaciones 
a los derechos humanos son competencia de la jurisdicción ordinaria36, con fundamento en el 
principio del juez natural". La Corte Constitucional, en la sentencia C-084 ele 2016, afirma que 
la relación del delito con "el servicio" o con el cumplimiento de la función debe cumplir los 

'1 Corte Consutucionat. Sentencia C-1177 de 2005. �1.P Jmmc Córdoba Ttivíño 
n lb1dem 
"jbrdem. 
"Rc�pecuvwneme 12 .. Cuando el Juicio de reproche de culpab1hdad sea de tan secundana consideración que haga de la sanción penal 
una respuesta mncccsana y sin utilidad social ". Tamh1cn podría ser aplicable el principio de oportunidad IJ -cuanco se afecten 
mínimamente brenes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación integral y pueda deducirse que el hecho oo volverá a presentarse .. , y 

14 "cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales más s1g111ficot1vos. siempre y cuando cx1srn y !>C produzca una 
solución alu:ni.111va adecuada a los intereses de las vlcumas". 
w; Corte lnteramencana de Derechos l lumanos ..CIDI 1-, Caso masacre de sa1110 dummgo vs. Colombia"', sentencia de 30 de noviembre 
de 2012. Párr ! 58 -zn cuanto a [11 junsdrccrón penal militar. la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la falta de comp,:tcnc1a de 
la misma pera Juzger vrolacsones de derechos humanos y el alcance resmcnvo y excepcional que debe tener en los Estados que aún la 
conserven Esta Corte ha establecido que, en razón del bien Jurídico lesionado, drchajunsdiccrón no es el fuero competente para investigar 
y. en su caso.juzgar y sancionar a los autores de votaciones de derechos humanos. y que en el fuero mrfuar sólo se puede juzgar a muuarcs 
acnvos ¡,or la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza aten len contra bienes Jurídicos propios del orden rmhtar" Ol.ras 
decisiones concordnmes. vec Caso Durend y U gane Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000 Sene C No. 68. párrs. 116. 117, 
125 )' 126: Caso Cantora) Bcnovidcs Vs. Perú Fondo Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69. p!\rrs. 112 a 114; Caso Las 
Palmeras Vs. Colombia Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Sene C No. 90. pám 51. 52 y 53. Caso 19 Comerciantes Vs 
Colombia Fondo. Reparaciones y Costas Scnccncia de 5 dejuho de 2004 Sene C No 109. párrs. 165. 166. 167. 173 y 174; entre otras 
" lbidem Nota al pie 229 "Asumsmo, la Corte en múluples ocasiones ha indicado que ··¡cJuando la justicia m1htar asume competencia 
sobre un asunto que debe conocer tajusucra ordmana. se ve afectado el derecho ,ti JUCL natural y. a fortron, el debido proceso'. el cual, a 
su vez, se encuentra ímimamente ligado al propio derecho de acceso a la JUShc1a Cfr imer ali a. Ceso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. 
l·ondo. Reparaciones y Costas. Scmcncre de 30 de meyo de )999. Sene C No 52. párr. 128: Caso Cabrera García y Mont1cl Flores Vs 
México. párr. 197. y Caso Vékz Restrcpo y Familiares Vs. Colombia. párr 240"' 
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siguientes requisitos": (i) desbordar el marce de la actividad asociada a su función sin que se 
quebrante la relación directa con el servicio; (ii) no debe tratarse de un delito extremadamente 
grave, pues estos quebrantan el vínculo con el servicio; y (iii) la relación con el servicio debe 
surgir de manera clara en el proceso, cualquier duda al respecto descarta la competencia 
excepcional de la justicia penal militar. Esa posición ha sido reiterada por la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprerna de Justicia39, Corporación que decantó los siguientes aspectos: 

La excepcionalidad de la justicia penal rnilitar está limitada al cumplimiento de los 
requisitos subjetivo y funcional del agente de la fuerza pública. 
El fuero penal militar debe ser interpretado de manera restrictiva, de tal fonna que los delitos 
relacionados con el servicio son aquellos ejecutados en cumplimiento de esa labor. 
Debe existir un vínculo claro en el origen del delito y la actividad de servicio. Se impone 
que esa relación sea directa, es decir, que exista un nexo estrecho. 
La conducta punible debe surgir come una extralirnitación, desvío o abuso de poder en 
desarrollo de una actividad vinculada directamente a una función propia. Si se está dentro 
de una sana y recta aplicación de la función y en cumplimiento de ella se origina y desarrolla 
el delito, este tiene un vínculo sustancial con aquella y resulta de buen recibo el fuero. 
El nexo entre el delito y la actividad propia del servicio debe ser próximo y directo, no 
hipotético y abstracto, de donde deriva que el exceso o la extralimitación deben darse dentro 
de la realización de una tarea propia de las funciones de las fuerzas annadas y de la Policía 
Nacional. 
Si desde el inicio el agente activo tiene propósitos delictivos y utiliza su investidura para 
delinquir, no lo ampara el fuero. Si se llega a la función con el propósito de ejercerla con 
fines delictivos y en desarrollo de estos se cumple aquella finalidad, se está frente a una 
actividad criminal que no puede cobijar el fuero. 
El nexo se rompe cuando el delito es de una gravedad inusitada, como en aquellos de lesa 
humanidad, por la plena contrariedad entre la conducta punible y los cometidos de la fuerza 
pública, como que se trata de ilícitos manifiestamente contrarios a la dignidad humana y a 
los derechos de la persona. 
Un acto del servicio nunca puede ser delictivo, por ende, aquel no será castigado, como si 
el que tenga relación con el servicio. 
La relación con el servicio debe surgir con claridad de las pruebas. Si existe duda, se 
descarta el fuero y la competencia es del juez común, pues la del extraordinario (el militar) 
debe estar demostrada plenamente. 
Si el delito cornporta la violación grave de un derecho fundamental o del derecho 
internacional hutnanitario, siempre debe tenerse corno ajeno al servicio. 

19. Conflicto de competencias jurisdicctonotes con la justicia penal mihtar, La Corte Constitucional 
ha señalado que para el reconocimiento del fuero penal militar es necesario cumplir con los 

'"Conc Consmuclonaí, Sentencia C-084 de 2016. �1.P Luis Ernesto Vcrgara Silva En concreto. refirió que (1) .. fE]I hecho punible debe 
surgir co,no una cxtralimitacrén o un abuso de poder ocurrido en el marce de una actividad ligada directamente a una función propia del 
cuerpo armado Pero aún mis, el v!nculo entre el delito y la actividad propia del servicio debe ser pró�uno y directo, y no puramente 
fupotéticc y abstracto ( .. )si desde el inicio el agente tiene propósitos crimmales. y uuhza entonces su investidura para reahzar el hecho 
pumbtc, el caso corresponde a la justicra ordmaria. mcluso en aquellos eventos en que pudiera cxrstrr una cierta relación abstracta cn1rc los 
fines de la Fuerza Pública y el hecho punible del actor en tales eventos .. sus componarnicnios fueron ab mino cnminales", (11) "el 
vínculo entre el hecho delictivo y Id acuvrdad relacionada con el servscro se rompe cuando el delito adquiere una gravedad musnada. tal 
como ocurre con los llamados del nos de lesa humarudad. En estas circunstancias, el caso debe ser a1nbu1do a la jusncra ordinaria. dada la 
lotal contradicción entre el dehto y los cometidos ccnsmuocnates de la Fuerza Pública ... la so!ii ccmmón de esos hechos ueucnvos 
disuelve cualquier vinculo entre la conducta del agcmc y la disciplina y la función propiamente nulitar o policial, por lo cuol su 
conocumcnro corresponde a la justicia ordmaria ". y (1il) .. la reloc,ón con et servicio debe surgir claramente de las pruebas que obran dentro 
del proceso. Puesto que la Justicia penal militar consmuye la excepción a la norma ordmana. ella será competente solarnente en los casos 
en los que aparezca nítidamente que la excepción al principio del juez natural general debe aphcarse [llo significa que en las situaciones 
en las que exrsta duda acerca de cuál es la jurisdicción competente para conocer sobre un proceso determinado, la dccrsrón deberá recaer 
en favor de la junsdrcctén ordrnana. en ra,,ón de que IKl se pudo demostrar plenamente que se configuraba la excepcón". 
"Corte Suprema de Justtcm, Sala de Casación Penal. scnrcncm SP\4201-2015. rad 37748. 14 de octubre de 2015, M P José Luis Barceló 
Camacho. reiterada en lo sentencia SP3448·2019, rad 45846.21 de agosto de 2019. �1.P Luis ourncmo Salazar Otero. 



FISCALÍA 
¡335¡¡¿:9.¡p¡ 113· 1 
¡, '""'º''º' 

Página O O o 2 
l 1 de 19 Ilirecnva 1',10. __ "Por medio de la cu o/ se establecen lineamientos para fa investigación y judic1afi:llció,1 de 
aetnos comendns en el marco de la protesta social. en exceso o sin relación directa con esta y se fijan otras directrices" 

siguientes elementos": i) "un elemento relativo a la calidad del sujeto activo de la conducta, que 
consiste en que se trate de miembro de la fuerza pública (de las Fuerzas Militares o de la Policía 
Nacional) en servicio activo"; y ii) "[u]n elcrnento funcional, que consiste en la relación de los 
delitos con el servicio que presta la fuerza pública". Así, cuando la Fiscalia investigue casos 
adelantados en contra de miembros activos de la fuerza pública, por sus posibles excesos en el 
control de protestas, deberá evaluar el cumplimiento de estos requisitos para definir si el caso 
concreto debe ser conocido por !ajusticia penal militar en aplicación del principio de juez natural, 
o si debe continuar su tr{unite ante la justicia ordinaria, en orden a proponer, si lo encuentra 
procedente, el respectivo conflicto de jurisdicciones. 

20. Autoridad competente para dirimir los conflictos de competencia entre jurisdicciones. A partir 
del Acto Legislativo 02 de 2015, corresponde a la Corte Constitucional dirimir los conflictos de 
competencia que se presenten entre las distintas autoridades jurisdiccionales. 

21. Medidas cautelares sobre bienes relacionados co11 la comisión ele cielitos. El Fiscal deberá 
considerar las medidas cautelares sobre bienes cuando se trate de delitos que no tienen relación 
con la protesta social o sean un exceso de la misma al utilizar medios ilícitos, esto es, cuando se 
realicen conductas punibles corno inedia para protestar". Podrán adoptarse medidas cautelares 
con fines de comise al interior del proceso penal siempre que se cumplan tos requisitos 
desarrollados en la Directiva 002 de 2020, o cxccpcionalincnte42, medidas cautelares con fines de 
extinción del derecho de dominio de que trata la Ley 1708 de 2014, modificada por la Ley 1849 
de 20 I 743. En todo caso, las decisiones adoptadas sobre los bienes de terceros, del indiciado, 
imputado o acusado deberán observar criterios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 

C. LINEAMLENTOS CON RESPECTO A ACTOS DE EXCESO EN EL E,TERCICIO 
DEL DERECHO A LA PROTESTA PACÍFICA QUE PUEDEN CONFIGURAR 
CONDUCTAS PUNIBLES 

22. La violencia co,110 f imite principal al derecho fu11da111e111a/ ele la protesta pacifica. El derecho de 
reunión y protesta no es absoluto y admite restricciones, las cuales deben ser establecidas por el 
legislador con la finalidad de proteger la seguridad nacional, la seguridad y el orden público, la 
salud, los derechos y las libertades de los demás". Ahora, en materia de ejercicio de la acción 
penal, se puede tener en cuenta la violencia flsica como limite que pcnnite establecer cuándo se 
ha excedido la protesta pacífica. En consecuencia, pueden configurar conductas punibles no 
arnparadas en el artículo 37 Constitucional aquellas acciones que irnpliquen actos de violencia 
fisica y que lesionen o pongan en peligro la integridad física de las personas o generen una grave 
lesión al patrimonio público o privado. 

23. Violencia y afectaciones a la infraestructura, bienes públicos y privados. Se debe tratar de 
violencia fisica que genere un daño grave en términos de afectación al bien jurídico protegido. 
La Fiscalía priorizará la investigación de conductas violentas que afecten bienes rnuebles e 
inmuebles destinados a garantizar el acceso de los ciudadanos a la administración pública y a la 
administración de justicia. 

'º Corre Constitucional. Sentencia J -590A de 2014. M r. Manha vicrona Sáchica Méndez, reiterada por la Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal. sentencia srt4201-201 S, rad. 37748. 14 de octubre de: 2015. M P. José Luis narccro Camacho. 
'1 Entre rnedios rucuos se pueden identificar el uso de conductas que constituyan dallo en bien ajeno (an 265, C.P ). mccndso (an 350, 
C P) disparo de Arma de fuego cornni un vehiculo (art. 356, C P.). empko o lnnzamicnrc de sus1ru1ci!b pehgrcsas (art 359, C.P ), v1olenc1a 
contra servidor publico (art 429. C P ). entre otros. 
u Duecuva 002 de 2020 "Por medio de la cual se establecen lincarnicntos generales respecte a la solicitud de: medidas cautelares con tincs 
de com-so", sección A "hrearmemos respecto a los bienes sobre los cuales proceded comiso" y sección B -crucnos para la afectación de 
bienes con ñncs de comiso" 
O Al respecto, ver la Directiva 002 de 2020. sección C "Lmcarmemos de coordmacrón con ta Dircccrón Especializada de L:xtmc1ón de 
Dormmo'' 
"Convencen Amcncana sobre Derechos Jiu manos. Artículo 15 y Pacto Imcrnacronal de Derechos Civiles y Políticos Ar!lculo 2 t 
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24. Obs1r11cc1ó11 de vias. El artículo 353A de la Ley 599 de 2000 penaliza aquellos bloqueos en los 
que se desborden los actos propios de la ,nanifcstación y que atenten contra la vida hurnana, la 
salud pública, la seguridad alimentaria, el medio arnbiente o el derecho al trabajo", y sean 
realizados por medios ilícitos. Con respecto a esta conducta punible, se destacan las siguientes 
características: 

Riesgo concreto. Es necesario determinar las circunstancias de cada caso, corno el lugar del 
bloqueo, la intensidad, la duración y el modo corno estas características, en su conjunto, 
constituyen una afectación para la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, 
el inedia ambiente o el derecho al trabajo. 

Medios ilícitos. La acción típica se refiere a incitar, dirigir, constreñir o proporcionar medios 
para obstaculizar por medios ilícitos vías o infraestructura de transporte. Estos inedias "son 
aquellos actos que reúnen al menos dos propiedades: que efecrivameme están prohibidos, y 
a los cuales se les enlaza una penalidad coherente con la Constitución. En Colombia, el 
legislador decide cuáles inedias son ilícitos, para efectos de que se configure el tipo?". De 
esta manera, la imputación por estos delitos procede cuando concurra la comisión de otro 
delito como "medio" para mantener el bloqueo". Con todo, en orden a efectuar una 
aplicación de este tipo penal que resulte integral, comprehensiva y annónica con los bienes 
jurídicos que protege, al momento de valorar la ilicitud de los inedias, la Fiscalía deberá 
evaluar el contexto de cada caso, a efectos de interpretar dicha exigencia normativa de modo 
compatible con el pi incipio JJro homine y la prevalencia de los derechos fundamentales de 
quienes resultan afectados con las acciones de bloqueo. Lo anterior, con especial énfasis en 
bloqueos que afecten los derechos a la vida, la salud y la alirnentación básica, como la 
obstrucción del traslado de pacientes y de insumos médicos y agrícolas. 

25. Perturbación en servicio público, colectivo u oficial. Es probable que los casos más graves de 
bloqueos en medio de la protesta, que afecten abastecimiento o transporte intermunicipal, se 
adecuen típicamente al delito de "perturbación en servicio público, colectivo u oficial" 
conternplado en el artículo 353 del Código Penal. Se trata de los casos en los que los bloqueos de 
vías imposibiliten la circulación del transporte público, colectivo o vehículo oficial. En sentencia 
C- 4 72 de 2012, la Corte Constitucional definió el elemento de imposibilidad de circulación como 
"hacer completamente imposible el transporte público, colectivo u oficial, y por tanto no consiste 
solamente en paralizar o frenar un vehículo o el servicio de transporte público, sino en eliminar 
cualquier posible condición para la circulación del misrno''. Además, esta perturbación debe 
realizarse por medios ilícitos en los mismos ténninos descritos para el delito de obstrucción de 
vtas". 

26. Otros deluos de peligro co1nú11. Los delitos de obstrucción a vías, perturbación de transporte y 
asonada constituyen "delitos contra la seguridad pública", específicarnente establecidos en el 
Capitulo JI "de los delitos de peligro común o que pueden ocasionar grave perjuicio para la 
comunidad y otras infracciones". Dentro del mismo capítulo, se encuentran otras conductas 
punibles que podrían abarcar acciones de violencia fisica grave ejercida dentro de los contextos 

°�Ʒ Cone Constitucional. Sentencia C- 742 de 2012, M P Maria V,ctona Cal te Correa 
"'lb1de1n 
"Por ejemplo. conductas como daño en bien ajeno (art 265, C P ). mcend,o (art.350, C P) disparo dt arma de f1.ttgo contra un vetnculo 
(an 356, C I' ). empleo o lenzanticnm de susrnncias pchgroses (art. 359. C P ). v1okne1a contra servidor púbhco(art. 429, C.1') 
"Al respecto. el Tnbunal Con�tnuc1onal cspw'lol sosurvo que "La imcrrupc-ón del tráfico y la restncc-ón de la libertad de circulación (k 
los ciudadanos no manrfcstantcs --que se verán impedidos de deambular o de circular libremente por el trayecto durante la celebración de 
ta man,fcstac,ón- son consccucncus, sm embargo. que no pueden excluirse a prior, del conterndo del derecho de reunión pues. por su 
propia naturaleza. e! ejercicio de este derecho requiere la utilización de los lugares de transito publico y. dadas detenida, circunstancias. 
permite la ocupación, por así decir. instrumental de las calzadas En surna. la cclcllrac1ón de este trpo de reuniones suele producir trastornos 
)" restricciones en la circulacrón de personas y, por lo que aquí interesa. de vehículos que se ven 11npcdidos de circular libremente por el 
lugar en el que se celebra la reunión" Tnbunal Constitucional cspar,ol, Sentencio 19312011 ( 12 de diciembre de 2011) 
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de protesta social, como el incendio (a11. 350), el daño en obras de utilidad social (art. 351) y la 
conduela de empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos (art. 359). Con respecto a 
la tipificación de estas conductas, se debe tener en cuenta: 

Elementos específicos de los delitos de peligro co111ú11. Se debe tener especial cuidado de 
los especificas elementos exigidos por el tipo, por ejemplo, la clase de infraestructura 
amparada en el articulo 351, o el tipo de sustancias y objetos que se describen en el artículo 
35849• Este último está limitado a sustancias, desechos o residuos peligrosos, radiactivos o 
nucleares, considerados corno tales por los tratados internacionales ratificados por 
Colornbia o disposiciones vigentes. 

Peligro co11cre10. Es importante destacar que la puesta en peligro del bien jurídico debe ser 
concreta y no abstracta, así "debe obedecer a causas reales y objctivarnente verificables, que 
planteen una amenaza cierta y creíble de una perturbación potencialmente grave de las 
condiciones básicas para el funcionamiento de las instituciones democráticas. En 
consecuencia, no resulta suficiente invocar rneras conjeturas sobre eventuales afectaciones 
del orden, ni circunstancias hipotéticas derivadas de interpretaciones de las autoridades 
frente a hechos que no planteen claramente un riesgo razonable de disturbios graves?". 

27. Violencia contra servidor público. La protesta pacifica irnplica su realización dentro de un marco 
de respeto por las autoridades. Si bien pueden realiz .. arse exigencias o expresar inconformidad, 
incluso con lenguaje verbal fuerte, no se pueden ejercer actos de violencia contra servidores 
públicos "por razón de sus funciones o para obligarlo a ejecutar u omitir algún acto propio de su 
cargo o a realizar uno contrario a sus deberes oficiales". Esta acción está penalizada en el artículo 
429 del Código Penal. Este tipo penal exige que se "ejerza violencia contra servidor público", por 
lo cual es importante destacar que "no toda discusión con un servidor público acarrea la pena por 
dicho punible"!', sino que se trata de actos de violencia que tengan la capacidad de alterar el 
funcionarniento de la adrninistración pública. 

28. Daiio e11 bien ajeno. Los actos de violencia dentro de protestas que causan afectaciones a bienes 
patrimoniales públicos o privados pueden constituir el delito de daño en bien ajeno, contenido en 
el artículo 265 del Código Penal. Sobre este se resalta: 

Es 1111 delito ele resultado. Es un delito de resultado cuya acción típica "se entiende 
actualizada [la acción] cuando efectivamente se destruye, inutiliza, desaparece o daña un 
bien de un tercero=". En palabras de la Corte Suprema de Justicia: "Destruir la cosa 
significa hacerle perder su fonna al punto de que se irnpida su uso, mientras que inutilizarla 
supone hacerla inservible para los fines que le son inherentes, aun cuando no haya sido 
destruida. Hacerla desaparecer implica que el objeto pierda su existencia, al tiempo que el 
daño está relacionado con la causación de cualquier forma de deterioro material sobre 
aquél"!'. 

"Al respecto dct ntcance de las sustancias pelagrosas en el tipo l)(nal del articulo 359 del Código Penal. la Sala Penal ha afinnado. que lo 
hta contenida en el art- 358 es c�plle11,1 el tipo de elementos que se entienden como "sustancia peligrosa", así por ejemplo "los elementos 
c-ptoswos no pueden entenderse incluidos en la lisia de objetos peligroso", de que tratad inJusto penar en cuestión [ .. [La Sala reitera 
que el Ianzamremo de granadas de fragmentación. o la unlrracrón de otra arma de guerra de uso priva11�0 de la Fuerza Pública, no configura 
el delito de empleo o lan1.am1ento de sustancias u objetos pehgrosos, como quiera que ,;J articulo 358 del C6di00 P$nal es claro en llm1im- 
Sll consu,nación a la µUl,7ac1ón de residuos peligrosos rad1act1vos o nuckan;&'' (dcsntacado fuera de texto) Cone Suprema de Justtcia, rad 
38250, del 26 de scpucmbrc de 2012, M.P Luis Gui1lem10 Salaiar Otero 
!O Comisión lntcrumencana de Derechos llumaoos, Rtlatorla para la Libertad de Expresión, .�larcQ J,,ridicQ 1111eramertca11a sobr� el 
derecha a la l,bcrtadde upres,ón (Washington D.C. OEA Ser UVfll CIDII/RLLE/lNF, 2009) 
" Corte Suprema de Justrcia. Sala de Casación Penal, rad 4058!1, sentencia apelación del 24 de Julio de 2013. f.-1.P. José Leomdas Bustos 
Maninez 
'' Cone Suprema de Jus11ci11.. Sala de Casación Penal, rad 35780, AP5278·2015, auto del 14 de septiembre de 2015, M.P. Eugen,o 
Fernández Carher 
j¡ lbrdcm 
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Modalidad agravada. Esta modalidad abarca tos hechos que involucren la destrucción o 
inutilización de "objetos de interés científico, histórico, asistencial, educativo, cultural, 
artístico, sobre bien de uso público, de utilidad social, o sobre bienes que conforman el 
patrirnonio cultural de la Nación" (modalidad agravada conforme al numeral 4 del artículo 
266 del C.P). También comprende, entre otros, bienes que tienen un mayor nivel de 
protección, en tanto están directamente relacionados con la prestación de servicios públicos 
(educación, justicia, servicios públicos domiciliarios, transpone), de manera que su 
inutilización o destrucción puede afectar gravemente los derechos fundamentales de los 
usuarios de aquellos. 

Debe ge11erttr una efectivo lesión al bien jurídico: Al tenor del artículo 11 de la Ley 599 de 
2000, "se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro el bien jurfdicamcnte 
tutelado por la ley penal", por lo cual, cuando se trata de afectaciones mínimas y no 
significativas al patrimonio económico, no será punible la conducta. La Corte Suprema de 
Justicia ha sostenido, en relación con la antijuridicidad en conductas contra el patrimonio 
económico, que "el aparato punitivo sólo puede operar en tanto medie ta afectación 
significativa o relevante de un bien jurídico que sea susceptible de protección por parte del 
derecho penal?". Por el contrario, la Fiscalía deberá dar especial relevancia a graves 
afectaciones al patrimonio público y privado, como los actos de violencia contra el comercio 
local, la libertad de empresa y el sector bancario o financiero. 

29. Asonada. El artículo 469 del Código Penal tipifica, dentro de los delitos contra el régimen 
constitucional y legal, la asonada. Esta es una conducta punible con características muy 
particulares: 

Tiene un sujeto activo plural (vlos que") por to cual sería improcedente imputar a una sola 
persona la acción "tumultuaria". 

La acción se centra en exigir violentamente la acción u ornisión de algún acto propio de las 
funciones de la autoridad de fonna tumultuaria. Así, el delito de asonada "tipifica no la 
simple reunión o tumulto, sino que especifica más aun la conducta, pues proscribe la 
exigencia violenta, lo cual es apenas obvio, ya que dentro de un Estado de Derecho no se 
puede tolerar el crnplco de la violencia -que es la situación resultante de la negación del 
derecho.':". Además, este tipo penal se refiere a realizar una "exigencia violenta", lo cual 
irnplica una acción dolosa que cause un daño contra la integridad de las personas, o cause 
un daño 1nuy grave a un bien. 

En términos de lcsividad de la conducta calificada co1110 de asonada", será antijurídico el 
acto tumultuoso y violento que atente o ponga en riesgo concreto el régimen constitucional 
y legal vigente. En este sentido, se debe evaluar en cada caso si la modalidad y la intensidad 
de la violencia utilizada ponen a las autoridades frente a tal situación de coacción que la 
vigencia del orden jurídico queda puesta en entredicho. 

D. LINEAMIENTOS SOBRE INVESTIGACIÓN Y JUDICIALIZACIÓN DE 
CONDUCTAS ILÍCITAS NO RELACIONADAS CON LA PROTESTA SOCIAL 

j.l Con e Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, sentencia del 1] de mayo de 2009. Rad J !362, M I'. Juho Enrique Socha Salamanca 
H Conc Constírucronal, Sentencia C-009 de 1995. �1.P. Vladrrmrc NaranJo Mesa 
,.. La Con e Suprcrria ha destacado la rmportancra de la noción de lesividad. que rmphca determmar el dcsvalor de resullado de la conducta, 
es decir, "el ,rripacto en el bien jundrco al exponerlo efecuvarneme en peligro de lesión o al efccuvamcnte dañarlo" Corte Suprema do: 
Jusncra. Sala de Casación Penal. Sentencia del 8 de agosto de 2005, Rad IH609, t\1.P. Hcmárr Galán Castellanos (citada en la del 26 de 
obnl de 2006, Ra<l 24612) 



* FISCALÍA 
19383 IIIH!fi'll3' 1 
'" ••••••• ' ••••• """"'º' 

"'•'"' O O O 2 15 de 19 Dsrecilva No. __ "Por medio de la cual se establecen lineamientos paro la investigación y 1ud1c1ali:ació11 de 
del/los comeudos en el marca de la pro/esta social en exceso o sin relación di recia con esta. y se fijan airas directrices" 

30. Conductas punibles cometidas en el 111arco de tas alteraciones al orden público derivadas de la 
proles/a social. En el marco de las protestas sociales pueden cometerse conductas punibles que 
no están relacionadas con el ejercicio del derecho constitucional a manifestarse pública y 
pacfficamcnte, ni con el deber de la Policía Nacional de controlar los disturbios y las alteraciones 
a la seguridad y la convivencia. La investigación y judicialización de estas conductas deben ser 
priorizadas por la Entidad, en tanto su comisión, además de vulnerar bienes jurídicos específicos, 
atenta contra el principio de democracia participativa en el que se fundamenta el Estado 
colombiano". 

31. Homicidios y tentauvas de homicidio. Con10 ya se indicó en el acápite anterior, uno de los lírnites 
de la protesta social es la violencia fisica. Esta es especialmente grave cuando se ejerce en contra 
de las personas y tiene la potencialidad de causar su muerte. Por esta razón, los Fiscales delegados 
deben priorizar los homicidios y tentativas de homicidio que sean cometidos durante las marchas 
y manifestaciones de protesta social, contra quienes protestan o contra miembros de la Policía 
Nacional, así como aquellas afectaciones a la vida que sean cometidas con ocasión de la protesta 
social. Para establecer esta relación entre las afectaciones al derecho a la vida y la protesta social, 
deberán tenerse en cuenta los siguientes criterios": 

Que el propósito del autor haya sido desincentivar o sabotear la realización de 
rnanifcstaciones de protesta social; 
Que las manifestaciones de protesta social hayan influido en el autor, partícipe o encubridor 
de la conducta punible en su decisión para cometerla; 
Que las manifestaciones de protesta social hayan influido en el autor, partícipe o encubridor 
en la manera en que cometió la conducta punible, o que estas manifestaciones hayan 
generado la oportunidad para corncter la conducta punible; 
Que la determinación de la víctima de la conducta hubiera estado relacionada con su 
participación en las manifestaciones de protesta social. 

32. Dchtos que ponen en riesgo la seguridad púbhca en el 111arco de aglomeraciones. En relación 
con el uso de violencia física y como medida para prevenir la ocurrencia de afectaciones a 
derechos fundamentales corno la vida y la integridad personal, es necesario priorizar la 
investigación y judicialización del porte de armas de fuego, municiones, explosivos, así come la 
tenencia de sustancias u objetos peligrosos (arts. 358, 365 y 366 C.P.), en tanto se trata de eventos 
que ponen en riesgo la vida e integridad de los manifestantes y de los agentes de policía 
encargados de acompañar la realización de las protestas sociales. Otra conducta que puede 
generar un grave riesgo a la seguridad pública es el incendio (Art. 350 C.P.). La tipilicación de 
esta conducta exige que se genere un peligro común, característica que puede acreditarse a partir 
de circunstancias corno la rnagnitud de la conflagración generada o su capacidad de adquirir 
autonomía". 

33. Violencia sexual. La protesta social puede constituir uno de los contextos en los que la violencia 
sexual es usada de manera estratégica corno mecanismo de humillación, castigo o dorninio. En 
estos escenarios, ta violencia sexual podría afectar particularmente a las mujeres que asumen un 
rol activo en la defensa y reivindicación de sus derechos, así corno a las servidoras públicas 
encargadas de hacer el acompañamiento de la protesta social. Por lo anterior: 

1' Cunstieuctón Pnlntca. Artículo I º. "Colombia es un Estado social de derecho. ürgnnvado en forma de Rcpúbhca unitaria, descentralizada. 
con autonomla de sus enudad.:s territonnles, democrática. participativa y plumhnn fundada en el respeto de la dignidad humana, en d 
trabaJO y la sohdarklad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general '" 
" Los critcnos aqu1 planteados se fundamentan en los crucrios establecidos en el Artículo transuono 23 del Acto Legislativo 01 de 2017 
para dctcnnmar la ccmpetencra de la Jurisdicción Especial para la Paz. Aunque existen diferencias C\ ujemes entre: los supuestos de hechos 
regulados en esa nonna )' el supuesto de hecho que se pretende reglamentar en esta directiva, la l rscalía considera que los criterios 
eoabiecioos en esa drsposicién son idóneos para determinar la relación de una conduela punible con un fell6mcno como la protesta social 
,. Conc Suprema de Justicia, Sala Plena. [�pediente No. 1 l0010230007199801SO. Auto del 23 de abnl de 1998. por medio del cual se 
revuelve un ccoñrcto negativo de competeneia.M P. Carlos Augusto Galvei Argotc. 
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En escenarios de protesta social, se priorizará la investigación y judicialización de estas 
conductas, con la finalidad de proteger de manera adecuada los derechos y bienes jurídicos 
de las mujeres. 

Es importante tener en cuenta que, tal como se afirma en la Ley 1257 de 20086(), el daño o 
sufrimiento sexual son las "consecuencias que provienen de la acción consistente en obligar 
a una persona a mantener contacto scxualizado, fisico o verbal, o a participar en otras 
interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, 
manipulación, amenaza o cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal. 
Igualmente, se considerará daño o sufrimiento sexual el hecho de que la persona agresora 
obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas". 

La Fiscalia también debe analizar el contexto en el que se cometen estas conductas, así 
como los móviles de la misma y la caracterización de la víctima y del victimario, en atención 
a los escenarios de discriminación y/o violencia de género que pueden tener lugar y 
agudizarse particularmente en el marco o con ocasión de la protesta social. 

34. Detención arbitraría y otras formas ele abuso ele autoridad. Otros de los delitos que pueden 
ocurrir en un contexto de protesta social y que tienen la potencialidad de afectar el principio 
democrático, en el que se fundamenta el ordenamiento jurídico colombiano, son la privación 
ilegal de la libertad (Art. 174 del C.P.), la prolongación ilícita de privación de la libertad (Art. 
175 del C.P.), la detención arbitraria especial (Art. 176 del C.P.), así como el abuso de autoridad 
(an. 416 del C.P.)61• El artículo 28 de la Constitución Política consagra el principio de libertad, 
el cual se traduce en garantías corno la reserva judicial para ordenar detenciones y registros de 
domicilios. Esta garantía constitucional tiene algunas excepciones, como la posibilidad de la 
policía administrativa de privar transitoriamente de la libertad a algunas personas para prevenir 
la vulneración de algunos derechos. Específicamente, el Código Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana establece el traslado por protección y el traslado para procedimiento 
policivo, los cuales son medios de policía materiales que pueden implicar la restricción de la 
libertad transitoria de las pcrsonas62• La aplicación de estos medios de policía debe sujetarse de 
manera estricta a los requisitos y procedimientos previstos en los artículos 155 y t 57 de la Ley 
t 80 [ de 2016, entre los que se encuentran la prohibición de que estas medidas sean usadas con 
una finalidad sancionatoria63, el respeto de algunos elementos del debido proceso en la ejecución 
del procedimiento de traslado?', así como el cumplimiento estricto de los plazos de retención de 
las personas privadas transitoriarnente de su libertad. 

6<• "Por la cual se dictan normas de senstbihznción. prevención y sanción de fonnas de vmlencm y discnm,nacrón contra las mujcrcs. se 
refonnan los Códigos Pen.1L de Procedimiento Penal, la tey 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones". 
•• los importante tener presente que para la ciudadanía el dehto de abuse de autoridad, en el marco de las protestas. este siendo asociado 
pnnc,palmcnle u las detenciones arb,1rar,as por parte de las autondades Esto se extrae de tas ooticias encontradas e11 medios de 
ccmumcaoón y redes sociales. Por esrc motivo. existe un subregrsrro de los tipos penales específicos según el caso )' un aumento 
consrdcmblc del delito de abuso de autondad que, en principio. es suhsidrano 
�: Ley 1801 de 2016. "Por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad y Ccnvivencsa Ciudadana"". Aniculo 149. "Medios de pohcln 
Los medios de policía son los instrumentos jurtcrcos con que cuentan las autondades competentes para el curnpllnncmo efectrvc de la 
función)' actrvedad de Polrcta, asf como de las medulas correctivas contempladas en este Código. U Los medios de policía se clasifican en 
mmarenales y matcnalcs [ ... ] Los medios matcnales son el C011Junto de instrumentos utihzados para el desarrollo de la fu11ció11 r ac11vidad 
de Policra II Son medios matcnales de Pobcia 111 Traslado por protección [ .. J J. Traslado para procedimiento pohcrvo J r . 
• , Cone Consntuctonnl. SemenciaC·281 de 20!7, M P Aquiles Arncta Gómcz. Numeral 7 3 4 2 
'"'Ibídem. Numera! 7 4 1 2 "'f ... l En qmnto lugur, los parágrafos 2° y 3º regulan el procedsm-cmo del traslado con los si¡;u1cntes pasos (l) 
como pnmcra medida se debe entregar :1 la persona a un alle¡;ado o panente, (11) si es posible, se debe mtcntar llevar a la persona a su 
dormcrho, (ii1) SI las prim.:ras dos opciones no se encuentran dispombles. se debe lraslaJ1,r a la persona a un centro 11Sistencial o de 
protección, de salud u hospnal. o lugar especialmente destinado pura tal fin por la edrnimstrauón municipal, (iv) se prohibe hacer traslados 
u s1hos dcstmados a la pnvadón de la libertad-es decir a estaciones de policía, UR[s. cárceles)' cstabtccumcntos emulares. usados 
ordmanamente para los procedimientos de captura e11 flagrancia o con orden judtceal=- (v) se establece una duración máxima de doce 
horas. (\•i) scparac1ó11 c11 nu611 del sexo, (vn) presencia del Mirnstcno Público. (vn1) informe cscruo incluyendo la monvacióu del traslado 
dmgido al superior Jerárquico y con copia al surero ele la medida, (1�) posjbrlidad de comumcacrón con u11 anegado y (x) prohibición de 
realizar el traslado por el ·s,mple heeho de es1arco,,s11m11tndo'. Medulas procedimentales de este tipo también estaban ausentes del antcnor 
Código de !'ohciu •• 

0002 
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35. f'riorización de las mvestígacíones por detenciones arbnrarias. El Fiscal delegado al que le sean 
asignadas denuncias por detenciones arbitrarias que ocurran en el marco de las protestas sociales, 
priorizará la investigación de estas conductas, activara el mecanismo de búsqueda urgente65 y 
adoptará las medidas necesarias para hacer cesar aquellas detenciones que sean cometidas sin el 
lleno de los requisitos previstos en la Ley 1801 de 2017. 

36. Hurto. En los casos en que se presente el hurto de bienes muebles dentro de las jornadas de 
protesta social, en tanto se trata de actos que no se relacionan con el derecho fundamental a la 
protesta pacífica, la investigación y judicializ.ación de estos hurtos agravados y calificados (arts. 
240 y 241 C.P.), cuando causen graves afectaciones al patrimonio público o privado, debe ser 
priorizada por los fiscales delegados que tengan asignadas estas conductas. 

37. Delito de terrorismo. La protesta social no puede ser utilizada como escenario para la comisión 
de hechos terroristas, los cuales no solo deslegitiman la protesta social pacífica, sino que además 
ponen en peligro la vida e integridad de los manifestantes y de los ciudadanos. La finalidad de la 
administración de justicia es garantizar el goce de los derechos fundamentales y, por lo tanto, 
debe velar por proteger la protesta pacífica, que es afectada por estos hechos. Por esta razón, la 
Fiscalía priorizará la investigación de este fenómeno delictivo. De conformidad con el precedente 
de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, los verbos rectores del tipo penal 
de terrorismo son provocar o mantener en zozobra o terror a la población. Para que se configure 
esta conducta punible, es necesario acreditar la configuración de tres factores'": 

l. El primer elemento es la realización de conductas que "pongan en peligro la vida, la 
integridad fisica o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de 
comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices". Se 
debe prestar especial atención a los daños que recaigan en bienes dedicados a garantizar 
otros derechos fundamentales, como los bienes necesarios para el funcionamiento de la 
administración de justicia, las clínicas y [os hospitales. 

ii. El segundo elemento es que estas conductas deben realizarse por "medios capaces de 
causar estragos". Esto implica que los medios empleados para poner en peligro \os bienes 
jurídicos o la infraestructura descrita deben tener la potencialidad de causar daños de 
magnitudes importantes. 

iii. El tercer elemento es que la conducta debe causar zozobra o terror en la población o parte 
de ella. Este último elemento hace que la Corte Suprema de Justicia haya sostenido que 
este es un tipo penal de resultado, ya que requiere "amedrentar o poner en estado de pánico 
e incertidumbre=" a la comunidad. En relación con este requisito, la Fiscalía debe 
caracterizar los territorios en que se cometen los hechos y prestar especial atención a todas 
aquellas situaciones que, investigadas en su debido contexto'", evidencien que los 
integrantes de una población, ya sea que se trate de una ciudad, municipio, zona o barrio, 
están en medio de la comisión de diferentes actos de violencia o amenaza que les generan 
angustia, incertidumbre y miedo. 

38. Bien jurídico prolegido por el ripo penal de terrorismo. Debe tenerse en cuenta que este es un 
delito contra la seguridad pública, así que debe existir una relación tclcológica entre los elementos 
antes descritos, es decir: (i) los actos que ponen en peligro ciertos bienes jurídicos definidos por 

� Ley 97 J de 2005. "Por medio de la cual se reglamenta el mecanismo de búsqueda urgcmc y se dictan otras disposiciones" 
6" La conducta m�·cstigada no debe haber sido rcali?'da "con ocasión y en desarrollo del conñrcto armado interno", ya que eso: npo de 
conductas quedana enmarcadas en el tipo penal previsto en el aniculo 144 de la Ley 599 de 2000. el cual tipifica los actos de terrorismo 4
' Corte Suprema de Jusucia, Sala de Casación renal. radicado 40401 (SP 1329().201-l). Sentencia de Casación dd I de octubre de 20!4 M.P Maria del Rosario Gonzalez Mcnoz •• AJ respecto revisar numerales 9 y IO de la presente Drrecnva. 
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el legislador, (ii) los medios capaces de causar estragos y (iii) [a zozobra o terror en la población 
o parte de clla69. Así mismo, debe tenerse en cuenta que el punible de terrorismo tiene un elemento 
subjetivo, esto es, la finalidad de causar pánico o fomentar un estado de incertidumbre colectiva. 

39. Análisis del contexto de la conducta mvestigada. El punible de terrorismo exige evaluar 
contcxtualmente et empleo de medios de destrucción colectiva. Puede ocurrir que la conducta se 
ejecute con un objetivo preciso, pero, por los medios empleados, se pueda inferir también el 
propósito de generar zozobra, por lo que tal conducta lleva implícito el carácter terrorista. Es por 
eso que, en este delito, es viable el dolo eventual. Al efecto, se deben estudiar: (a) el medio 
utilizado, (b) el lugar en el que se actuó (si es una zona poblada, ya sea un barrio o localidad, la 
hora, etc.), (e) la previsibilidad de causar zozobra o terror en la población o en una parte de ella 
con la realización de la conducta y, de ser el caso, (d) la decisión del autor de dejar librada la 
materialización de este resultado al azar. Todos estos elementos ameritan un análisis de 
contexto". Por lo anterior, la formulación del programa metodológico debe incluir el análisis, 
desde distintas áreas del conocimiento, de elementos materiales probatorios (EMP) y evidencia 
flsica (EF) proveniente de fuentes fonnales y no fonnales, la delimitación de fenómenos 
criminales y la relación entre investigaciones en curso. Adicionalmente, es pertinente señalar que 
este delito puede tener un concurso efectivo con otras conductas punibles como homicidio, 
lesiones personales, daño en bien ajeno, etc.71. 

40. Carga argumentativa y probatoria para el delito de terrorismo. Los elementos descritos en los 
párrafos anteriores deben estar acreditados para adecuar típicamente una situación fáctica como 
terrorismo. Por esta razón, le corresponde al Fiscal desarrollar una carga argumentativa y 
probatoria sólida para imputar una conducta como tal, con el fin de verificar que se pueden 
configurar las exigencias propias de la nonna. Para ello, tan solo a título orientativo, puede 
fortalecer los medios de prueba encaminados a demostrar la posible actuación de organizaciones 
criminales que instigan estos escenarios de violencia, en orden a contribuir en la acreditación de 
la finalidad terrorista de las conductas investigadas. 

41. Delitos cometidos por organuaciones criminales. Los escenarios de protestas sociales pueden ser 
utilizados por organizaciones criminales para perpetrar u ocultar la comisión de delitos. En ese 
contexto, corresponde a [a Fiscalía General de la Nación continuar la investigación y 
judicialización de las conductas típicas cometidas por estas organizaciones, en tanto estas 
deslegitiman de manera inaceptable el ejercicio del derecho a la protesta pacífica. Los hechos 
delictivos ocurridos en zonas y barrios de municipios y ciudades serán investigados en contexto, 
con miras a identificar si, detrás de los delitos que han tenido lugar en el marco o con ocasión de 
la protesta, están involucradas organizaciones criminales que controlan esas zonas. Ello permitirá 
a la Fiscalía atribuir responsabilidad penal a los cabecillas de estas organizaciones por los bienes 
jurídicos afectados. 

•• Corte Suprema de Jusncra, Sala de Casación Penal, radicado 40401 {SP 13290-2014). Sentencia de Casación del I de octubre de 2014 
M P María del Rosano González Muñcz. . 
..., Corte Suprema de Jusocra Sala de Casación Penal, racheado 246\3. Sentencia de Casación del 28 de mayo de 2008 MP Srgrfrcdo de 
Jcsú� Espmosa Pérez 
"Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal radicado 40401 {SP 13290-2014) Sentencia de Casación del l de octubre de 2014. 
M P Maria del Rosario González Mul\oz 
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En los anteriores términos, la presente Directiva e:nite los lineamientos para la investigación y 
judicialización de delitos cometidos en el marco de la protesta social, en exceso o sin relación directa 
con esta, y se deja sin efectos la Directiva 008 de 201672• 

Dada en Bogotá D.C. a los O 4 JUN 2021 

Cornuníqucsc y 

FRANCISCO ROBE 

,i Duccuva 008 de 2016-ror medio de la cual se esrebtecen lineamientos generales respecto a delitos en los que se puede incurrir en el 
curso de la protesta social ". 
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